
 

 
 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA SEMARNAT Y LA 

CONAFOR A PRESENTAR LA EVALUACIÓN TÉCNICA QUE EXPLIQUE A DETALLE LA 

PROPIEDAD Y EL RÉGIMEN DE TENENCIA DE LA TIERRA Y LAS ACCIONES IMPLANTADAS 

PARA PROTEGER LOS DERECHOS DE EJIDATARIOS, COMUNEROS Y PUEBLOS INDÍGENAS, 

A CARGO DE LA DIPUTADA NANCY YADIRA SANTIAGO MARCOS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MORENA 

Quien suscribe, diputada Nancy Yadira Santiago Marcos, del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV 

Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79, numeral 1, fracción II 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta asamblea proposición con punto de 

acuerdo al tenor de las siguientes 

Consideraciones 

Los bonos de carbono cuya interpretación general para muchos se relaciona con acciones bursátiles de gran 

interés para empresas e industrias, de ninguna manera debe poner en riesgo y a la venta los derechos de las 

tierras, bosques y selvas del planeta, menos aún, el gobierno puede desconocer los derechos indígenas de 

propiedad ejidal y comunal o utilizarlos como herramienta de control para facilitar el despojo y desplazar a 

estos sectores acusándolos de ser narcotraficantes. 

Las comunidades indígenas, comunales y ejidales, por este factor no pueden perder derechos de propiedad, 

capacidad de dominio y decisión sobre lo que debe hacerse o dejar de hacer en las tierras donde habitan. 

La comercialización de los bonos de carbono provenientes de emisiones capturadas por bosques a cargo de 

comunidades dentro de los cinco proyectos piloto del programa de Reducción de Emisiones Provocadas por la 

Deforestación y la Degradación de los Bosques (REDD), implica la demostración de la titularidad legal de 

dicho carbono y presentar un mecanismo de reparto de beneficios acorde con leyes internacionales. 

Esa es la condición que impone el Banco Mundial y el Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques 

(FCPF, por sus siglas en inglés) para que el país acceda a un financiamiento por unos 60 millones de dólares a 

cambio de los bonos emitidos. 

Consecuentemente, el documento Iniciativa de reducción de emisiones (IRE) 
1
 , señala que “la propiedad de las 

emisiones evitadas no está determinada por la propiedad o tenencia de la tierra y no puede ser adjudicada a los 

pequeños propietarios, comunidades o ejidos, pues la deforestación es un delito grave”. 

En ese sentido, el gobierno tiene la capacidad legal de transferir los permisos de reducción de emisiones al 

Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques (FCPF) y la Iniciativa de Reducción de Emisiones (IRE) 

establece que la Comisión Nacional Forestal (Conafor) para el arreglo del dividendo de réditos se catalogará en 

los planos nacional, estatal y local. 

En el primer caso la Conafor, como responsable de ejecutar la iniciativa, recibirá los recursos generados por los 

pagos por resultados a cuenta de las emisiones reducidas, que captará vía fondos nacionales como el de cambio 

climático o el forestal. 

Los recursos serán distribuidos a los estados de acuerdo con el desempeño de éstos en las emanaciones 

recortadas y finalmente figuran los propietarios o titulares de derechos de suelo boscoso, como ejidos, 

comunidades o privados. 



 

 
 

El gobierno federal recibirá ese pago y será canalizado a los estados, estableciendo los mecanismos para 

garantizar que esos beneficios lleguen a los dueños y habitantes de las áreas involucradas, sin embargo, el 

gobierno debe, por un lado, demostrar la capacidad del programa para transferir los derechos del carbono al 

fondo respectivo, y por otro acreditar que ha respetado los derechos de propiedad a la tierra y los recursos de los 

potenciales titulares en las áreas contabilizadas. 

La iniciativa de referencia, IRE, no aborda cómo cumplirá con el marco legal internacional, y tampoco 

establece los parámetros de respeto a los derechos de los potenciales titulares de la tierra y los recursos 

naturales. 

Al no existir una fundamentación específica que defina tanto la naturaleza legal de las reducciones de emisiones 

como de su propiedad en el marco legal mexicano, el país optó por adoptar una posición interpretativa de la 

Constitución y las leyes civiles y penales para asegurar que goza de tal titularidad, ya que de acuerdo con la Ley 

Federal de Entidades Paraestatales se le otorga jurisdicción a la Conafor para realizar negociaciones, pero esto 

no se refiere necesariamente a la propiedad de la reducción de emanaciones. 

La estrategia nacional REDD+ (Enaredd+) para aplicar ese programa, enmarcado dentro de la Convención 

Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, el Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques 

(FCPF) y el gobierno han firmado diversos acuerdos al respecto. 

Se trata de un plan de acción que financia programas nacionales en países en desarrollo para combatir la 

deforestación, reducir las emisiones de dióxido de carbono (CO2) y fomentar el acceso de los países 

participantes al apoyo técnico y financiero con esos fines. 

La iniciativa pertenece al Programa Conjunto de la Organización de las Naciones Unidas para la Reducción de 

Emisiones Provocadas por la Deforestación y la Degradación de los Bosques y actualmente abarca a 64 

naciones. 

México tiene unos 88 millones de hectáreas cubiertas de árboles que son parte de los territorios de unas dos mil 

300 comunidades, las cuales poseen unas 600 empresas forestales, según el Consejo Civil Mexicano para la 

Silvicultura Sostenible. 

México, donde hay al menos 11 proyectos REDD+ y otras 38 iniciativas forestales, pierde anualmente unas 150 

mil hectáreas, según el Observatorio Global de los Bosques, entre 2000 y 2010, las emisiones de CO2 por 

deforestación totalizaron 45 millones de toneladas. 

Nuestro país adoptó la meta de cero deforestaciones para 2030, en ese orden de ideas, el manejo de los bonos de 

carbono ha puesto en conflicto a las comunidades forestales con el gobierno, pues los tenedores de la tierra 

señalan que los beneficios corresponden a las comunidades. 

En cuanto al ingreso por la venta de reducción de emisiones, se espera que los pagos por los resultados de 

disminución sean recibidos a través del Fondo de Carbono, pero la suma dependerá del volumen y el precio 

acordado en el contrato. 

La IRE estipula una línea base de emisiones de 24 millones de toneladas de CO2, las emanaciones serán 

reducidas en 80 por ciento durante los primeros cuatro años de la iniciativa, a una tasa anual de 20 por ciento y 

equilibrada a 80 por ciento en el quinto año. 



 

 
 

El problema radica en la propiedad del CO2, pues el gobierno puede reclamar el CO2 de las áreas naturales 

protegidas o de las áreas núcleo, por ser de jurisdicción federal, pero no de las comunidades o los ejidos. 

La (Enaredd+) señala que la distribución de beneficios a nivel nacional se hará considerando las reducciones 

efectivas de emisiones de dióxido de carbono a la atmósfera derivadas de la disminución de la deforestación y 

degradación forestal, la conservación y gestión sostenible de los bosques, y el aumento de las reservas forestales 

de carbono en cada estado y región. 

En cuestión de salvaguardas sociales y ambientales, la propuesta, a la cual sólo falta la aprobación de la 

Comisión Intersectorial de Cambio Climático, estipula la distribución equitativa de beneficios para los 

propietarios de los terrenos forestales y la certidumbre y respeto a los derechos de propiedad y posesión 

legítima y acceso a los recursos naturales de los propietarios y legítimos poseedores de la tierra. 

Si Conafor insiste en apropiarse del derecho a comercializar los bonos, el trato corre el riesgo de ventilarse en 

cortes internacionales, como el mecanismo de quejas del Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques 

FCPF. El gobierno debe demostrar su titularidad legal para proceder con el contrato de venta. 

El carbono capturado es de los ejidos y tenemos que encontrar la manera de dar continuidad al proyecto, los 

propietarios tienen derecho a recibir un porcentaje por la venta del CO2. 

Es fundamental que el gobierno clarifique y explique a detalle no sólo la propiedad y el régimen de tenencia de 

la tierra, sino también la capacidad de emitir legalmente unidades de reducción de emisiones evitadas, de 

acuerdo con el marco legal nacional, y de alcanzar un contrato de venta, de transferir esas unidades al Fondo del 

Carbono y de recibir y distribuir los recursos financieros. El mecanismo para la distribución de beneficios aún 

no ha sido definido y se desconoce cómo será transferido de la esfera nacional a la estatal. 

De acuerdo la estrategia nacional Enaredd+ para aplicar este programa, enmarcado dentro de la Convención 

Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, el Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques 

(FCPF), siendo este un plan de acción que financia reducir las emisiones de dióxido de carbono y fomentar el 

acceso de los países participantes. 

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de esta honorable asamblea, los siguientes 

Puntos de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión exhorta de manera respetuosa al 

gobierno federal para que a través de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la Comisión 

Nacional Forestal, desde el ámbito de sus respectivas atribuciones, haga pública una evaluación técnica que 

explique a detalle la propiedad y el régimen de tenencia de la tierra, las acciones implementadas para proteger 

los derechos de ejidatarios, comuneros y pueblos indígenas, su capacidad para emitir unidades de reducción de 

emisiones evitadas, los contratos de venta que se tienen considerados para transferir dichas unidades al fondo 

del carbono, así como la distribución de esos recursos financieros, de acuerdo con la Iniciativa de Reducción de 

Emisiones (IRE). 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión exhorta de manera respetuosa al 

gobierno federal para que a través de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la Comisión 

Nacional Forestal, desde el ámbito de sus respectivas atribuciones, haga pública cuál es la distribución 

equitativa de beneficios en los estados donde se implementa, ya que el mecanismo para la distribución de 

beneficios aún no ha sido definido y se desconoce cómo será transferido. 



 

 
 

Nota 

1 Documento Iniciativa de Reducción de Emisiones (IRE), 3 de noviembre 2017. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de 2018. 

Diputada Nancy Yadira Santiago Marcos (rúbrica) 

 

 


